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 El 9 de diciembre de 1999, en Nueva York, la Asamblea General de las 
Naciones Unidas aprobó, sin someterlo a votación, el Convenio Internacional para 
la represión de la financiación del terrorismo (resolución 54/109). El Convenio 
entró en vigor el 10 de abril de 2002 y, al 31 de octubre de 2008, eran partes en él 
167 Estados. Este instrumento tiene como objetivo facilitar el enjuiciamiento de las 
personas acusadas de participar en la financiación de actividades terroristas e 
impone a los Estados la obligación de enjuiciar a esas personas o extraditarlas a otro 
Estado que haya establecido su jurisdicción para juzgarlas. El Convenio impone 
además a los Estados Partes la obligación de adoptar un conjunto de medidas para 
prevenir e impedir la financiación del terrorismo y responder así a una lógica más 
transversal que la de los tratados “sectoriales” aprobados anteriormente en el ámbito 
de la lucha contra el terrorismo, dado que no se refiere a determinados tipos 
concretos de actos de terrorismo sino que está dirigido, sobre todo, a impedir la 
realización de tales actos mediante el “agotamiento” de sus fuentes de financiación. 
 

  Contexto 
 

 A fin de incrementar su participación en la lucha contra el terrorismo, la 
Asamblea General de las Naciones Unidas estableció, por su resolución 51/210, de 
17 de diciembre de 1996, un Comité Especial encargado de elaborar dos proyectos 
de convenios para la represión de determinados tipos de actividades terroristas 
(atentados terroristas cometidos con bombas y actos de terrorismo nuclear, 
respectivamente). Si bien la financiación del terrorismo no figuraba inicialmente 
entre las cuestiones de que se ocuparía el Comité, el mandato de éste se amplió muy 
pronto para incluir ese problema. La labor del Comité Especial condujo, en 1999, a 
la aprobación del Convenio que aquí nos ocupa. Esta iniciativa es resultado de la 
toma de conciencia de la importancia de la dimensión financiera de las actividades 
terroristas y de la función esencial que las corrientes de capital, en apariencia a 
veces totalmente lícitas, pueden desempeñar en la preparación de los actos de 
terrorismo. Se ponen también así de manifiesto los vínculos que pueden existir entre 
diversas actividades delictivas “comunes” y la financiación de actividades 
terroristas. Estas preocupaciones habían sido expresadas por la Asamblea General 
desde la aprobación de la resolución 51/210 sobre las medidas para eliminar el 
terrorismo internacional. En dicha resolución, la Asamblea exhortó a todos los 
Estados a que adoptasen medidas para prevenir y contrarrestar la financiación de 
organizaciones terroristas, ya fuere que se hiciese en forma directa o indirecta, por 
conducto de organizaciones que tuvieran además o proclamaran tener objetivos 
caritativos, sociales o culturales, o que realizaran también actividades ilícitas, como 
el tráfico ilegal de armas, la venta de estupefacientes y las asociaciones ilícitas 
(párr.3f)delaresolución). 
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  Disposiciones principales 

 

 En el Convenio de 1999 se tipifica como delito la acción de proveer o 
recolectar fondos “directa o indirectamente, ilícita y deliberadamente [...] con la 
intención de que se utilicen, o a sabiendas de que serán utilizados, en todo o en 
parte, para cometer”: 

 - Un acto que constituya un delito según cualquiera de los nueve tratados 
“sectoriales” anteriores enumerados en el anexo del Convenio (del Convenio de La 
Haya de 1970 para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves al Convenio 
de 1997 para la represión de atentados terroristas cometidos con bombas); o 

  - “Cualquier otro acto destinado a causar la muerte o lesiones corporales 
graves a un civil o a cualquier otra persona que no participe directamente en las 
hostilidades en una situación de conflicto armado, cuando el propósito de dicho 
acto, por su naturaleza o contexto, sea intimidar a una población u obligar a un 
gobierno o a una organización internacional a realizar un acto o a abstenerse de 
hacerlo.” (art. 2, párr. 1) 
 Se sobreentiende que el primer componente de esta figura delictiva se aplica a 
los Estados Partes en el Convenio de 1999 sólo en relación con los tratados 
“sectoriales” en los que también son partes dichos Estados (art. 2, párr. 2). Lejos de 
haberse establecido de manera definitiva al aprobarse el Convenio, la lista de los 
tratados que figuran en el anexo podría ampliarse en el futuro por decisión de los 
Estados Partes (art. 23). En la medida en que en él se tipifica como delito una 
actividad que no es en sí delictiva (la financiación), el Convenio de 1999 debía 
precisar el contexto en que dicha actividad sería punible con arreglo a sus 
disposiciones y proporcionar elementos de definición de los actos “terroristas” que 
tiene por objeto evitar. El Convenio se ha convertido por ello en el principal 
instrumento de alcance universal actualmente en vigor en que se ofrece una 
definición (o, al menos, elementos de definición) del terrorismo. En el Convenio se 
incluyen elementos que suelen figurar en las leyes de diversos países o en trabajos 
teóricos: actos de violencia graves contra las personas, intimidación de la población, 
presión impuesta a autoridades nacionales o internacionales. Se generó 
aparentemente un consenso bastante amplio en torno a estos elementos durante los 
trabajos preparatorios. Otra cuestión, de más larga data, estrechamente relacionada 
con la definición de terrorismo y vinculada en este caso con la problemática de la 
financiación del terrorismo, que ha polarizado algunos de los debates celebrados en 
el Comité Especial de la Asamblea General y en la Sexta Comisión y que ha vuelto a 
surgir en numerosas declaraciones formuladas en ocasión de la firma o la 
ratificación del Convenio, es la relativa a la posibilidad de aplicar esa definición a 
las actividades de los movimientos de liberación nacional. Reavivando un debate 
que se remonta al decenio de 1970 y a la aprobación de las primeras resoluciones 
sobre el terrorismo, algunos Estados reiteraron así, en oportunidad de la elaboración 
del Convenio Internacional para la represión del terrorismo, su preocupación por la 
posibilidad de que en el Convenio se calificase de actos de terrorismo las acciones 
de los movimientos de liberación nacional o las actividades vinculadas con la 
resistencia a la ocupación extranjera (véase, por ejemplo, para las declaraciones o 
reservas, el estado de la ratificación de los tratados depositados en poder del 
Secretario General). Otros Estados se opusieron a esa posición, alegando que el 
Convenio tenía por objetivo eliminar toda justificación de los actos que en él se 
tipificaban como delito y asegurar la represión de tales actos con independencia de 
quienes fuesen sus autores (ibíd.). No ha sido posible conciliar estos criterios 
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opuestos, que se han vuelto a manifestar en el marco de los trabajos relacionados 
con la elaboración del proyecto de convención general contra el terrorismo, sin que 
tampoco se haya podido lograr en esa oportunidad una solución satisfactoria (véase, 
entre otros, el informe del grupo de trabajo de la Sexta Comisión sobre las medidas 
encaminadas a eliminar el terrorismo internacional (A/C.6/60/L.6, 14 de octubre 
de 2005)). 

 Por último, en lo que se refiere al alcance de la tipificación del delito, cabe 
señalar que la intención de permitir la perpetración de un acto de terrorismo es el 
factor determinante para justificar el enjuiciamiento de una persona sobre la base 
del Convenio, ya que los procedimientos podrían incoarse incluso si los fondos 
recolectados o transferidos no se hayan cesado efectivamente para cometer alguno 
de los actos previstos en el párrafo 1 del artículo 2, siempre que se haya demostrado 
esa intención (art. 2, párr. 3). 

 La tentativa de cometer los hechos delictivos, su organización, la participación 
como cómplice en su comisión o la contribución deliberada a su comisión se 
consideran igualmente delitos (art. 2, párrs. 4 y 5). El ámbito de aplicación del 
Convenio se limita a los delitos que entrañen un componente supranacional y no se 
extiende a los casos de la competencia exclusiva de un solo Estado (art. 3). 

 En el ámbito penal, el Convenio impone a los Estados Partes la obligación de 
adoptar las medidas que sean necesarias para tipificar estos actos como infracción 
penal con arreglo a la legislación nacional y sancionar esos delitos con penas “en las 
que se tenga en cuenta su carácter grave” (art. 4). Cabe señalar, además, que en el 
Convenio se prevé la responsabilidad tanto de personas jurídicas como de personas 
físicas por la comisión de actos que en él se tipifican como delitos, lo que es poco 
habitual en los instrumentos de derecho penal internacional (art. 5). No obstante, 
esta responsabilidad no tiene necesariamente siempre carácter penal, por cuanto en 
el texto del Convenio se hace referencia a una responsabilidad que podrá ser “penal, 
civil o administrativa” (art. 5, párr. 1). Al igual que en los demás tratados 
“sectoriales” recientes, en el Convenio de 1999 se excluye toda posibilidad de 
justificar la comisión de tales actos por consideraciones de índole política, 
filosófica, ideológica, racial, étnica, religiosa u otra similar (art. 6). A fin de 
asegurar el enjuiciamiento eficaz de los autores de delitos, los Estados Partes están 
en la obligación de establecer la jurisdicción de sus tribunales respecto de los delitos 
previstos en el Convenio. A tal fin, en el Convenio de 1999 se enuncian las bases de 
jurisdicciones particularmente amplias: jurisdicción territorial; jurisdicción “de 
protección” (teniendo en cuenta la teoría “de los efectos”, es decir, el hecho de que 
la actividad de financiación, independientemente del lugar donde se haya realizado, 
haya tenido como propósito o como resultado la comisión de un delito en el 
territorio del Estado; jurisdicción personal activa (extensiva a los apátridas que 
tengan residencia habitual en el territorio del Estado Parte) y pasiva, así como 
jurisdicción universal en los casos en que el presunto autor del delito se encuentre 
en el territorio del Estado (art. 7). Además, todo Estado al que por cualquiera de los 
delitos previstos en el Convenio se haya querido obligar a realizar o abstenerse de 
realizar un determinado acto está asimismo facultado para establecer su jurisdicción 
respecto de dicho delito (art. 7, párr. 2 c)). Sin embargo, se trata solamente de 
facultades atribuidas a los Estados Partes, que pueden establecer su jurisdicción 
sobre una sola, varias o todas las bases mencionadas (art. 7, párr. 3). El Estado Parte 
en cuyo territorio se encuentre el presunto autor del delito tiene la opción de 
someter el caso a sus autoridades competentes a los efectos de incoar la causa 
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correspondiente o de extraditar al presunto culpable a otro Estado Parte que haya 
establecido su jurisdicción respecto de los hechos en cuestión, conforme a lo 
dispuesto en el Convenio (art. 10). Varias de las disposiciones del Convenio tienen 
por objetivo facilitar la extradición y la asistencia judicial recíproca entre los 
Estados Partes (arts. 11 y 12). A los efectos de la aplicación de esos mecanismos, los 
delitos previstos en el Convenio no podrán considerarse como delitos fiscales y no 
se podrá denegar la extradición por ese único motivo (art. 13). De la misma forma, 
los delitos previstos en el Convenio no se consideran delitos políticos y no podrá 
denegarse la extradición o la asistencia judicial recíproca con la justificación de que 
se trata de un delito político (art. 14). No obstante, ello no constituye un obstáculo 
para que un Estado deniegue una solicitud de extradición de existir a su juicio 
motivos fundamentados para creer que dicha solicitud “se ha formulado con el fin 
de enjuiciar o castigar a una persona por motivos de raza, religión, nacionalidad, 
origen étnico u opinión política” (art. 15). En el mismo espíritu de proteger los 
derechos humanos fundamentales, en el Convenio se estipula que toda persona que 
se encuentre detenida o que sea encausada con arreglo a lo dispuesto en el Convenio 
“gozará de un trato equitativo, incluido el goce de todos los derechos y garantías de 
conformidad con la legislación del Estado en cuyo territorio se encuentre y con las 
disposiciones pertinentes del derecho internacional, incluido el derecho 
internacional en materia de derechos humanos” (art. 17). En lo que constituye un 
caso menos frecuente aún, se reconoce asimismo el derecho de toda persona 
detenida en virtud de lo dispuesto en el Convenio a disfrutar de la protección 
consular del Estado del que sea nacional (art. 9, párr. 3). 

 Además del enjuiciamiento de los autores de delitos previstos en el Convenio, 
los Estados Partes están en la obligación de adoptar “las medidas que resulten 
necesarias […] para la identificación, la detección y el aseguramiento o la 
incautación de todos los fondos utilizados o asignados para cometer los delitos 
indicados […], así como el producto obtenido de esos delitos”, a fin de facilitar su 
decomiso, cuando proceda (art. 8). 

 Finalmente, cabe señalar que, además del componente represivo que constituye 
la parte esencial del mecanismo que establece, el Convenio de 1999 impone 
igualmente a los Estados Partes la obligación de adoptar diversas medidas para 
prevenir la financiación de actividades o grupos terroristas y asegurar por esa vía, 
entre otras cosas, una mayor transparencia de las transacciones financieras y un 
mayor control de las operaciones y corrientes financieras (art. 18). 
 

  Aplicación 
 

 En una primera etapa, el Convenio Internacional para la represión de la 
financiación del terrorismo no tuvo sino un éxito limitado. Así pues, cuando se 
produjeron los atentados del 11 de septiembre de 2001, sólo cuatro Estados eran 
partes en el Convenio y éste estaba lejos de reunir las condiciones exigidas para su 
entrada en vigor. Sin embargo, a raíz de esos dramáticos acontecimientos, los 
Estados adquirieron conciencia de la prioridad esencial que debía atribuirse a la 
lucha contra la financiación del terrorismo. Con ese objetivo, el Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas aprobó la resolución 1373 (2001), de 28 de 
septiembre de 2001, por la que decidió, sobre la base del Capítulo VII de la Carta de 
las Naciones Unidas, que todos los Estados estaban en la obligación de prevenir y 
reprimir la financiación de todo acto de terrorismo y tipificar como delito la 
provisión de fondos por sus nacionales o en su territorio con la intención de que 
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dichos fondos se utilizasen para perpetrar actos de terrorismo. En virtud de la misma 
resolución, se impone a los Estados una serie de obligaciones conexas, con lo que se 
vuelven a adoptar, casi íntegramente, varios elementos fundamentales del régimen 
establecido en virtud del Convenio de 1999. De manera muy poco habitual, el 
Consejo “generalizó” así la aplicación de un régimen convencional cuya entrada en 
funcionamiento inmediata le pareció recomendable e incorporó los principales 
elementos de ese régimen en una decisión obligatoria para todos los Miembros de 
las Naciones Unidas. El hecho de que el Consejo de Seguridad aprobara 
formulaciones obligatorias, generales, permanentes y abstractas (por cuanto su 
aplicación no se limita ni a un período de tiempo ni a una situación en particular) 
llevó a numerosos tratadistas a ver en la resolución 1373 (2001) un ejemplo del 
ejercicio por ese órgano de una auténtica facultad legislativa, cuya conformidad con 
la Carta ha sido a veces cuestionada. Además, la selectividad mostrada por el 
Consejo al incorporar en la resolución 1373 (2001) sólo algunos elementos del 
régimen establecido por el Convenio de 1999, en detrimento de otros (como las 
disposiciones relativas a la protección de los derechos fundamentales de las 
personas enjuiciadas sobre la base del Convenio, por ejemplo), también fue motivo 
de críticas. En todo caso, se fortaleció considerablemente en el plano universal el 
régimen jurídico de la lucha contra la financiación del terrorismo, ya que 
actualmente, en ese ámbito, siguen recayendo sobre los Estados las obligaciones 
derivadas del Convenio de 1999 (en cuyo proceso de ratificación se ha avanzado 
exponencialmente desde entonces) y las derivadas de la resolución 1373 (2001). 
Sobre una u otra base, numerosos Estados han adoptado en su legislación nacional, 
las medidas necesarias para establecer su jurisdicción respecto de los delitos 
previstos en el Convenio de 1999. 

 Asimismo cabe señalar, entre las medidas encaminadas a velar por la 
aplicación del Convenio de 1999, esta vez en el plano regional, la aprobación el 
16 de mayo de 2005 del Convenio del Consejo de Europa sobre el blanqueo, la 
investigación, la incautación y el decomiso del producto del delito y sobre la 
financiación del terrorismo (S.T.C.E., No. 198). Este instrumento, en vigor desde el 
1º de mayo de 2008, se refiere explícitamente en su preámbulo al Convenio de 1999 
y tiene por fin hacer extensivo a la financiación del terrorismo el campo de 
aplicación de un convenio aprobado en 1990 en el Consejo de Europa relativo al 
blanqueo, la investigación, la incautación y el decomiso del producto del delito 
(S.T.C.E, No. 141), que impone a los Estados Partes la obligación de adoptar las 
medidas necesarias para confiscar los bienes comprendidos en el ámbito de 
aplicación de sus disposiciones, tipifica como delito el blanqueo de dinero, exige a 
los Estados Partes que adopten medidas para prevenir la comisión de tales actos y 
establece diversas medidas de cooperación internacional a tal fin. Este convenio 
regional constituye así un complemento útil del Convenio Internacional de 1999 
para la represión de la financiación del terrorismo. En lo que respecta a este 
instrumento del Consejo de Europa, cabe señalar además que, con el objetivo 
expreso de resolver las dificultades surgidas durante la aplicación de las medidas 
coercitivas financieras adoptadas por el Consejo de Seguridad en el marco de la 
lucha contra el terrorismo, dicho Convenio obliga a los Estados Partes a velar por 
que las personas afectadas por las medidas represivas que por él se establecen 
“dispongan de recursos jurídicos eficaces para proteger sus derechos” (art. 8). 
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